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República de Nicaragua 



CONTEXTO NACIONAL

Nicaragua es un país con 5.2 millones de personas, el 49.4% de la población lo constituyen niños, niñas y adolescentes menores de18 años, de éstos, el 50.5% son hombres y el 48.4% son mujeres. 

El país tiene una superficie de 119,838 Km2 sin incluir 8,264 Km2 del Lago Cocibolca y 1,064Km2 del Lago Xolotlán, teniendo la densidad más baja de Centroamérica, con 43.4 habitantes por Km2. El 54% del total de la población es residente de áreas consideradas urbanas y la tasa de crecimiento estimada para el período 2000-2005 es de 2.6 %.

Política y administrativamente el país se divide en 15 departamentos y dos regiones autónomas, la Región Autónoma del Atlántico Norte (RAAN) y la Región Autónoma del Atlántico Sur (RAAS).

En nuestro país, la pobreza aún sigue siendo el principal problema a resolver, el 45.8% de la población viven bajo la línea de pobreza, y de éstos, el 15.1% viven en condiciones de pobreza extrema. Por otro lado, más del 30% de los niños pobres y el 40% de los niños extremadamente pobres sufren desnutrición.

El desempleo en que se ven sumergidas muchas familias, trae como consecuencia, el trabajo de niños, niñas y adolescentes a temprana edad, incidiendo en su desarrollo y específicamente en su ingreso al sistema educativo.  

Con frecuencia, el país se ve afectado por desastres naturales, tales como: huracanes, terremotos, erupciones volcánicas, sequías, incendios e inundaciones.

En particular, son vulnerables los niños, niñas y adolescentes, las personas con discapacidad, a quienes una economía débil no puede ofrecerles mucho apoyo; tal situación los hace dependientes de sus familiares y de su comunidad. La violencia contra la mujer y otros miembros de la familia, también incrementa la vulnerabilidad de los pobres. Las comunidades indígenas del país, especialmente las de la Costa del Caribe, se cuentan entre las más pobres de la nación. 

El alivio de esta condición de empobrecimiento ha sido una preocupación de todos los nicaragüenses y de sus Gobiernos que han realizado esfuerzos para dar solución a la pesada carga que representa la deuda externa, logrando la inclusión de Nicaragua en la iniciativa de países pobres altamente endeudados, para lograr una condonación total y poder incrementar la inversión en el área social.

A mediados de los años noventa se inició un proceso de dos vías que ha permitido desarrollar una Estrategia de Reducción de la Pobreza. En primer lugar, ha habido una amplia consulta, dentro y fuera del Gobierno, con los partidos políticos y con la sociedad civil, la comunidad empresarial, los líderes religiosos, los sindicatos, las ONG, las organizaciones comunitarias e igualmente con la comunidad donante, la cual ha brindado un fuerte apoyo a los esfuerzos de la nación. En segundo lugar, la decisión del Gobierno de apoyar la recuperación económica, enfatizando las reformas y la rehabilitación y expansión de la infraestructura económica, privilegiando el crecimiento basado en la agricultura y en la expansión de los servicios sociales claves, orientados hacia la población rural pobre. 

En este marco, en el año 2001, el gobierno presenta y pone en práctica, la Estrategia Reforzada de Crecimiento Económico y Reducción de Pobreza, ERCERP, que contiene un marco coherente de políticas y programas con una visión de mediano plazo, para lograr las metas tan deseadas, de aumentar el bienestar del pueblo nicaragüense a través de mayor empleo productivo, mayor inversión en capital humano, mejor protección a los más vulnerables y mejoras en la gobernabilidad.

A partir de la evaluación realizada a la Estrategia Reforzada de Crecimiento Económico y Reducción de Pobreza (ERCERP), el Gobierno de Nicaragua reconoce la necesidad de fortalecer esta Estrategia, en lo relacionado al Crecimiento Económico, dando lugar al Plan Nacional de Desarrollo, instrumento de consenso nacional, que contiene metas de mediano y largo plazo. 

Los Derechos de la Niñez y la Adolescencia
El Estado de  Nicaragua ratificó en abril de 1990, la Convención sobre los Derechos del Niño. En 1995 la Constitución Política de la República de Nicaragua es reformada, quedando en el artículo 71 del texto constitucional el reconocimiento a la plena vigencia de la Convención sobre los Derechos del Niño, y  la garantía de la protección especial a la niñez, que deberá gozar de todos los derechos que su condición requiere. De esta manera la Constitución establece las bases de una nueva cultura jurídica. En consecuencia, el Estado de Nicaragua inicia un proceso de acciones en el ámbito nacional,  que  trasciende al internacional, para lograr su efectivo cumplimiento.

El Tercer Informe sobre la Situación de Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes de Nicaragua, 1998-2002, refleja el avance en la situación de la niñez y la adolescencia, con respecto al cumplimiento de sus derechos, producto del trabajo y esfuerzos que han realizado el Estado y la Sociedad Civil, para cumplir con la Convención sobre los Derechos del Niño y  con el Código de la Niñez y la Adolescencia, aprobado en 1998. Pese a lo anterior, el cumplimiento pleno de  los derechos de las personas menores de 18 años sobrepasa las capacidades del país y requiere de mayores esfuerzos para superar gradualmente los vacíos que impiden el cumplimiento de estas obligaciones.

La ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, y de importantes instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, y en particular los referidos a niñez y adolescencia, han suscitado una serie de cambios conceptuales e institucionales, así como, la formulación de leyes, marcos normativos y administrativos; la definición y ejecución de nuevas políticas, programas y planes nacionales, y acciones de sensibilización, capacitación y formación, dirigidas a funcionarios y funcionarias del Estado, a personal de organismos de la sociedad civil y  medios de comunicación.

En 1996 paralelo a la elaboración del Código de la Niñez y la Adolescencia se formuló y aprobó la Política Nacional de Atención Integral a la Niñez y la Adolescencia, la que establece como uno de sus principios a la familia como base fundamental de la sociedad, y dentro de sus estrategias, el fortalecimiento de la familia, tomando en consideración que la familia es el núcleo fundamental en el proceso de socialización de la niñez y la adolescencia, es el canal primario de interiorización de valores y hábitos y medio ideal de promoción, protección, desarrollo afectivo y estabilidad emocional, por lo que la familia se concibe como parte sustantiva de las políticas sociales y económicas, siendo el eje principal de los programas de seguridad social vivienda, educación, promoción en salud y saneamiento básico.

El Código de la Niñez y la Adolescencia, en sus principios, establece que la Familia, es el núcleo natural y fundamental para el crecimiento, desarrollo y bienestar integral de las niñas, niños y adolescentes.

En el año 1998, con el propósito de determinar la organización, competencias y procedimiento del Poder Ejecutivo,  se aprueba la Ley 290, la cual crea  el Ministerio de la Familia.

El Código de la Niñez, crea el Consejo Nacional de Atención y Protección Integral a la Niñez y la Adolescencia, integrado por instituciones gubernamentales y de la sociedad civil,  el cual se organiza mediante la Ley 351, como el órgano rector, para formular y coordinar la ejecución de la Política Nacional de Atención Integral a la Niñez y la Adolescencia.

El Código de la Niñez y la Adolescencia y la Política Nacional de Atención integral a la Niñez y la Adolescencia se operativiza a través del Plan de Acción Nacional para la Niñez y la Adolescencia, 2002 – 2011.

El Plan es una herramienta que constituye un conjunto articulado de objetivos, estrategias y metas, que a través de su desarrollo producen cambios en la situación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. También retoma en sus estrategias y como un eje transversal  el fortalecimiento de la familia, a la que se deberá dotar de las capacidades, y la información necesaria que les permita asumir el rol que tanto el Código como este instrumento le asigna. 

LA FAMILIA COMO GARANTE DE  LOS DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES

El Código de la Niñez y la Adolescencia, reconoce a la familia como uno de los garantes de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

El Estado nicaragüense ha venido impulsando programas y proyectos orientados a proveer mecanismos de apoyo a la familia con el fin de que ésta pueda potenciar sus capacidades para cumplir con su rol de garante de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Uno de estos programas es el de Atención Integral a la Niñez Nicaragüense (PAININ), que fortalece a las familias, incrementando sus capacidades para el cuido y protección de los niños, niñas menores de seis años, brinda servicios de educación, estimulación temprana, salud y nutrición a través de organismos locales de la sociedad civil, en Centros Infantiles Comunitarios.

El PAININ, es ejecutado con la participación de la sociedad civil, en la búsqueda de garantizar la calidad y eficiencia de los servicios que se prestan, aplicando el principio de la participación comunitaria y responsabilidad compartida en la atención integral a la niñez.

Las instancias de Participación Social consideradas en el programa son las siguientes:

· Comisión Municipal de la Niñez y la Adolescencia (CMNA) 

· Asamblea de Madres-Padres con hijos (as) que reciben los servicios 

· Comité de Madres-Padres de los beneficiarios que participan en el Programa 

· Red Juvenil de 6-18 años (preferiblemente hermanos mayores de las niñas (os) participantes en el programa) 

· Círculos de Madres-Padres con hijas (as) que reciben los servicios 

El programa beneficia a:

· 96,256 Niños y Niñas menores de 6 años y sus familias, de 65 municipios de Nicaragua, focalizados por vulnerabilidad infantil, de un total de 225,856 niños pobres menores de 6 años, que pertenecen a los municipios priorizados. 

· 4,087 Mujeres Embarazadas 

· 6,014 Madres Lactantes 

· 45,314 Jóvenes hermanos mayores de los niños y niñas atendidas. 

Red de Protección Social

Este es un programa creado por el Gobierno de la República de Nicaragua para promover un mejor nivel de vida entre los hogares de extrema pobreza. Tiene como objetivo contribuir a la inclusión social de las personas, hogares y comunidades en condición de vulnerabilidad, para que participen de forma sostenible de los beneficios del desarrollo.   

Actualmente ha beneficiado a 11,651 hogares con bonos efectivos para incrementar el gasto en alimentación; 15,515 niños y niñas de 0 – 6 años completaron su esquema de vacunación; 19,581 niños y niñas recibieron educación preescolar en 1,139 centros infantiles comunitarios; 15,561 niños recibieron estimulación temprana y 36,380 mujeres en edad fértil recibieron controles prenatales y puerperales.

Escuelas para padres y madres de familia

En el marco del fortalecimiento de la familia, la implementación de las escuelas para padres y madres de familia tiene como propósito prevenir la situación de vulnerabilidad, debido a la existencia de factores de riesgos psico-sociales. Así mismo, promueve la responsabilidad de padres y madres en la crianza, educación y formación de principios y valores de sus hijos e hijas, para que estos a su vez puedan ser agentes de cambios y multiplicadores, en la prevención de los factores de riesgo.

Las escuelas son espacios que potencian y desarrollan las habilidades y destrezas de sus participantes, que va más allá de la reflexión y que se traduce en la promoción de actitudes y conductas que facilitan el bienestar familiar, donde las personas puedan aprender, interiorizar y exteriorizar situaciones que perjudican  a la familia, como punto de partida para la búsqueda de soluciones.

Entre los temas que se abordan en las escuelas para padres y madres, están: Modelos de crianza, comunicación, relación madre, padres e hijos, violencia intrafamiliar, enfoque de género en las relaciones familiares, responsabilidad paterna y materna, autoestima y resiliencia, salud sexual y reproductiva, estilos de vida saludables, factores de riesgo social y factores protectores.

EVOLUCION DE LA RELACION DEL NIÑO CON LA FAMILIA

El Código de la Niñez y la Adolescencia, es el instrumento jurídico que regula la protección integral, que la familia, la sociedad, el Estado y las instituciones privadas deben brindar a las niñas, niños y adolescentes, de igual manera, señala  mecanismos y medidas de intervención con el objeto de restituir y resguardar los derechos humanos en caso de violación de los mismos tanto en el núcleo familiar, como fuera de éste.

 
El  Código de la Niñez y la Adolescencia, designa al Ministerio de la Familia como  la autoridad administrativa, responsable de aplicar las medidas de protección especial ante la existencia de un hecho violatorio de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, dentro de las siguientes opciones:

a) Inclusión en un programa gubernamental, no gubernamental o comunitario de apoyo a la familia, a las niñas, niños y adolescentes.



b) Inclusión en un programa de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico.

c) Reintegro al hogar con o sin supervisión psicosocial y/o jurídica especializada.

d)  Ubicación familiar.

e) Ubicación en hogar sustituto.

f) Inclusión en un programa gubernamental o no gubernamental de rehabilitación y orientación a niñas, niños y adolescentes alcohólicos y toxicómanos.

g) Ubicación en un centro de abrigo o refugio.

h) La adopción.

Las medidas antes señaladas se aplican en forma simultánea o sucesiva en consideración al interés superior de las niñas, niños y adolescentes y sólo por el tiempo estrictamente necesario, a excepción de la adopción que se aplica como última medida.

LOS DERECHOS DEL NIÑO Y SU RELACION CON LOS DIFERENTES TIPOS DE FAMILIA   

De acuerdo a la Constitución Política de la República de Nicaragua, la Familia es el núcleo fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de ésta y del Estado.  Es derecho de los nicaragüenses constituir una familia, se garantiza el patrimonio familiar, que es inembargable y exento de toda carga pública. 

El matrimonio y la unión de hecho estable están protegidos por el Estado; descansan en el acuerdo voluntario del hombre y la mujer. Todos los hijos tienen iguales derechos. No se utilizarán designaciones discriminatorias en materia de filiación; en la legislación común no tienen ningún valor las disposiciones o clasificaciones que disminuyan o nieguen la igualdad de los hijos.

El Estado protege la paternidad y maternidad responsable, se establece el derecho de investigarlas. 


La Política Nacional de Atención Integral a la Niñez y la Adolescencia expresa que la familia en sus diversas formas: monoparental, ampliada y nuclear, es la base fundamental para el desarrollo integral de los niños, niñas y adolescentes.

No se abordan problemáticas específicas por tipos de familia, las Políticas están dirigidas a la familia de forma integral.

LA DOCTRINA DE  LA PROTECCION INTEGRAL Y LAS NORMAS JURIDICAS VIGENTES EN RELACION A LA FAMILIA

En las Reformas Constitucionales de 1995, se reconoce que la niñez goza de protección especial y de todos los derechos que su condición requiere, así mismo, incorpora la plena vigencia de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

En el Código Civil vigente desde el año 1904, se encuentran muchas disposiciones relacionadas al Derecho de Familia, las cuales han sido sustituidas por una serie de leyes que se aplican en función de llenar el vacío que aún subsiste por la falta de un Código de Familia, que lo regule de forma integral, no obstante, en la Asamblea Nacional se discute un Proyecto de Código de Familia.

Las Leyes relacionadas al derecho de familia son:

· Ley de Alimentos, la cual contiene una reforma que agiliza los trámites.

· Ley Reguladora de las Relaciones entre Madre, Padre e Hijos.

· Ley de Adopción. (Actualmente se está discutiendo una nueva ley, acorde con la Doctrina de la Protección Integral).

· Ley para la Disolución del Matrimonio por voluntad de una de las Partes.

Con la aprobación y entrada en vigencia del Código de la Niñez y la Adolescencia en 1998, se derogó la Ley Tutelar del Menor, vigente desde 1974, que estaba sustentada en la doctrina de la protección irregular. El Código de la Niñez y la Adolescencia retoma  la Doctrina de la Protección Integral contenida en la Convención sobre los Derechos del Niño, contiene un capítulo referido a la Convivencia Familiar en el que se establece el derecho de los niños, niñas y adolescentes a no ser separados de su madre y padre, salvo cuando la convivencia con uno o ambos padres representen un peligro para su vida, integridad física y desarrollo integral. 

En ningún caso, la falta de recursos materiales de las madres, padres o tutores, es causa para declarar la suspensión o pérdida de las relaciones parentales o de tutela. 

Así mismo, se  señala que el Estado garantizará la protección y asistencia apropiada a las madres, padres o tutores en lo que respecta a la crianza de las niñas, niños y adolescentes, mediante la promoción y creación de instituciones y servicios para su cuido y desarrollo.


Le corresponde a la madre y padre en el ejercicio de sus derechos tomar las decisiones conjuntamente sobre asuntos concernientes a la formación integral de sus hijas o hijos, tomando en cuenta el interés superior y los derechos y responsabilidades de las niñas, niños y adolescentes.  En caso de desacuerdo y en última instancia, la autoridad judicial podrá resolver, tomando en consideración los criterios de la madre, padre, hija e hijos, y teniendo siempre en cuenta el bienestar e interés superior de la niñez y adolescencia.

 
Es obligación de las madres y de los padres la responsabilidad compartida en el cuido, alimentación, protección, vivienda, educación, recreación y atención médica, física y mental de sus hijas e hijos conforme lo establecen la Constitución Política, el Código de la Niñez y la Adolescencia y las leyes vigentes.


A través de la Ley de Alimentos, el Estado garantiza el derecho de niños, niñas y adolescentes a obtener una pensión alimenticia mediante un procedimiento judicial ágil y gratuito.

En el capítulo de la Convivencia Familiar del Código de la Niñez y la Adolescencia se expresa  que las niñas,  niños y adolescentes tienen el derecho desde que nacen, a crecer en un ambiente familiar que propicie su desarrollo integral, el derecho a mantener relaciones personales periódicas y contacto directo con sus madres y padres, aún cuando exista separación de los mismos o cuando residan en países diferentes, así como con los abuelos y demás parientes, salvo si es contrario a su  interés superior.

En caso de maltrato físico, psíquico, moral, abuso sexual, o explotación en contra de las niñas, niños y adolescentes por parte de sus padres, madres, tutores o cualquier otra persona, podrán ser juzgados y sancionados conforme la legislación penal vigente. 

Así mismo, el Código de la Niñez y la Adolescencia, establece el derecho a no ser trasladados ni retenidos ilícitamente, dentro o fuera del territorio por sus madres, padres o tutores y el derecho a salir del país sin más restricciones que las establecidas por la ley. 

Cuando las niñas, niños y adolescentes se encuentran privados de su medio familiar o en estado de total desamparo tienen el derecho a otra familia.  El Ministerio de la Familia, garantiza este derecho integrando a las niñas, niños y adolescentes, en primer lugar en hogares de familias consanguíneas, hogares sustitutos o mediante la adopción, tomando en cuenta para cada caso el Principio del Interés Superior.


Se ha elaborado una iniciativa de ley de Responsabilidad Paterna y Materna y de Reformas al Código Civil, que próximamente se discutirá en la Asamblea Nacional, la cual tiene por objetivo regular el derecho de los hijos e hijas a tener nombres y apellidos y su consecuente derecho a una inscripción expedita, el derecho de los hijos, hijas, padres y madres a la determinación de la filiación natural, sea esta paterna o materna  a través de mecanismo administrativos o judiciales modernos, a pedir de forma alternativa la resolución de conflictos en materia de alimentos y régimen de visitas.

Actualmente en la Asamblea Nacional se discute el proyecto de Código Penal, sobre el cual la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de Atención y Protección Integral a la Niñez y la Adolescencia en conjunto con Instituciones del Estado y la Sociedad Civil realizó una revisión general y presentó propuestas con la finalidad de que se garantice el derecho de los niños, niñas y adolescentes a su integridad, física, síquica y sexual, de acuerdo con lo establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia y diversos instrumentos internacionales ratificados por Nicaragua. 

VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y SU INCIDENCIA EN EL DESARROLLO DEL NIÑO

La Encuesta Nicaragüense de Demografía y Salud,  ENDESA, realizada en 1998, incluyó por primera vez un módulo especial sobre la relaciones en el hogar y sobre la prevalencia de la violencia hacia las mujeres, fenómeno que tiene repercusiones a nivel familiar, emocional,  social, y económico en mujeres, niños, niñas y adolescentes. Las encuestas confirman la sucesión generacional del fenómeno vinculado al proceso de socialización, particularmente del varón a través de una conducta observada de la relación entre sus progenitores, agresión del padre a la madre, o por la experiencia propia vivida, agresión de los padres al hijo o hija.

La violencia intrafamiliar es uno de los elementos generadores de mayor inestabilidad emocional y física en la etapa de la adolescencia, afectando el desarrollo humano e incidiendo en una baja autoestima. La violencia niega a mujeres, niñas, niños y adolescentes la posibilidad de su desarrollo personal, limitando sus potencialidades, coartando sus libertades y llevándole al aislamiento en vez de facilitar su integración a la sociedad, esta situación dificulta la búsqueda de opciones de vida y disfrute de los derechos humanos fundamentales.

Con el propósito de conocer la atención que se les brinda a las mujeres, niñas, niños y adolescentes, víctimas de violencia intrafamiliar y sexual, de parte de las instituciones del Estado, evaluar los medios necesarios (económicos, jurídicos, de infraestructura y recursos humanos) para detectar, atender y brindar seguimiento a los casos  y valorar el acceso a la justicia en casos de violencia intrafamiliar y sexual, se realizaron tres diagnósticos. Estos permitieron conocer con mayor objetividad y profundidad este problema en el país, con base en dos criterios fundamentales: la prevalencia de la violencia intrafamiliar y sexual con relación a otros tipos de violencia, y la capacidad organizativa y normativa de las instituciones para atender dicho problema.

Los resultados de estos diagnósticos evidenciaron que en Nicaragua  la demanda de servicios para la atención a la violencia intrafamiliar y sexual se ha incrementado. 

Los organismos gubernamentales y no gubernamentales cuentan con personal con cierto nivel de capacitación, experiencia y con disposición para la atención al problema, pero tienen limitaciones de recursos materiales y financieros. 


El diagnóstico refleja que la violencia intrafamiliar se relaciona con aspectos socio cultural y económico, y que se trata de un problema que afecta a toda la sociedad nicaragüense. En consecuencia, frenar la violencia requiere un cambio de actitudes de las personas, que puede lograrse mediante una educación orientada a formar hombres y mujeres que sepan comunicarse adecuadamente, negociar sus conflictos, aceptar y valorar las diferencias y establecer relaciones democráticas y no autoritarias en la familia.

Los organismos gubernamentales y no gubernamentales coinciden en que las Leyes 230 y 150 (ambas de reformas y adiciones al Código Penal vigente relacionadas a la violencia intrafamiliar y sexual)  y el Código de la Niñez y la Adolescencia, constituyen una base legal apropiada para revertir el uso y las prácticas de la violencia.

La Ley 230, Ley de Reformas y Adiciones al Código Penal, para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, es una Ley que se promulga posteriormente  a la ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la Mujer, y  constituye un avance en materia de sancionar  la violencia intrafamiliar y otras formas de violencia.

En esta ley  se logra reconocer que todas las formas de violencia que sufren las mujeres en el ámbito familiar son constitutivas de ‘’delito’’. Se incorporan 11 medidas de seguridad y protección antes de que los hechos constituyan delito, así como   el reconocimiento legal de las lesiones psíquicas, aspecto novedoso en esta ley. Su objetivo es dar  protección legal a las victimas de la violencia dentro de la familia  y rompe la idea de que la violencia dentro de ésta  es un asunto privado en el que nadie puede o debe inmiscuirse.  

Otro de los resultados identificados en el diagnóstico, es que no todos los hechos de violencia intrafamiliar y sexual llegan a los tribunales de justicia, y en los casos que se denuncian no siempre se sanciona a las personas agresoras.

Las Comisarías de la Mujer y la Niñez recepcionan mayoritariamente casos de violencia intrafamiliar y sexual en los cuales las víctimas son mujeres adultas, siendo menor la demanda de los hechos en que resultan afectados niños, niñas y adolescentes; por otra parte esta instancia tiene limitaciones en cuanto a cobertura geográfica. 

Las situaciones antes mencionadas suscitaron las recomendaciones siguientes:

Se hace imperativo continuar uniendo esfuerzos entre las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales para la atención de la violencia.

Urge superar las limitaciones de presupuesto, equipos y materiales con los que se trabaja y profundizar en la capacitación de los y las profesionales, técnicos y promotores que prestan sus servicios a las personas víctimas de violencia intrafamiliar y sexual y aprovechar las fortalezas de cada institución.

Se requiere  profundizar en los contenidos curriculares del sistema educativo, integrando en ellos los aspectos relativos a género, negociación de conflictos y autoestima.

Continuar promoviendo un proceso de sensibilización social, con especial énfasis en el papel de los medios de comunicación, para fomentar la toma de conciencia sobre la gravedad del problema, alentar cambios en las mentalidades y actitudes de los adultos en las relaciones hacia la niñez y la adolescencia y promover comportamientos no violentos en la relación familiar.

Se necesita fortalecer la participación de la niñez y la adolescencia en los diferentes espacios de la sociedad, para que sus opiniones e intereses sean tomadas en cuenta, especialmente en lo relativo a la prevención de la violencia en el hogar.

A partir de los resultados y recomendaciones de estos diagnósticos, en el país se han venido realizando acciones que han permitido visualizar la situación de la violencia contra la niñez y la adolescencia, a través de un mayor conocimiento por parte de la sociedad nicaragüense de las leyes existentes y de las medidas y mecanismos que apuntan hacia su prevención. Se está incidiendo en el fenómeno, hay mayor conciencia del daño que esta problemática les provoca, el tema ha estado en los  últimos años en agenda pública, se han realizado foros nacionales donde se ha analizado la problemática de cara  al comportamiento del fenómeno en el país  y de acuerdo a los compromisos contraídos por el Estado. Se están impulsando programas, proyectos y acciones dirigidos  a su disminución gradual. 

Las estadísticas demuestran mayor número de denuncias, a como se observa en el cuadro siguiente:

Denuncias recepcionadas  en las Comisarías de la Mujer  y la Niñez, por año:

	Año 2000
	Año 2001
	Año 2002
	Año 2003

	6,160 (19%) 
	4,921 (15%) 
	8,367(26%)
	12,668 (39%) 


La Policía Nacional a través de las Comisarías de la Mujer y la Niñez,  esta aplicando un Manual de Procedimientos Policiales para la Atención Especializada a Víctimas y Sobrevivientes de Violencia Intrafamiliar y/o Sexual, el que  cuenta con un apartado específico de “Procedimientos especiales de atención a niños y niñas” El Manual está estructurado en cuatro componentes: (i) Jurídico Legal, (ii) Sicosocial, (iii) Investigativo policial, (IV) Auto cuido personal.

También ha elaborado en conjunto con el Instituto Nicaragüense  de la Mujer y la Red de Mujeres contra la Violencia, un documento denominado “Protocolo, Normas y Procedimientos de Atención Integral para Sobrevivientes de Violencia Intrafamiliar y Sexual, que establece: (I) un marco teórico jurídico con un enfoque de derechos humanos, género, generacional, epidemiológico y de empoderamiento de los y las sobrevivientes,  (ii)  el rol de las instancias que integran el modelo de atención, (iii) protocolo de atención integral, (iv) normas y procedimientos, (v) mapa de la red de servicios y recursos humanos.

Se ha elaborado y puesto en práctica el Protocolo de Actuación en Delitos de Maltrato Familiar y Agresiones Sexuales, en el que se establece como norma general que las denuncias deben recoger en forma completa y detallada el relato pormenorizado del hecho delictivo, incluyendo: antecedentes inmediatos a la agresión; dinámica / modo de realización; circunstancias concurrentes, como la relación que une al agresor y la víctima, composición familiar; existencia de otras agresiones anteriores, indicando si se han denunciado o no, y en el caso negativo, descripción pormenorizada de las mismas a los efectos de destacar el elemento de la habitualidad, tan frecuente en este tipo delictivo; si existen testigos presénciales o de referencia de estas agresiones.

El Instituto Nicaragüense de la Mujer creó la Comisión Nacional de Lucha Contra la Violencia hacia la Mujer, Niñez y Adolescencia, como un mecanismo específico que permite orientar las acciones articuladas. En el seno de esta comisión se elaboró y se esta implementando el Plan Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar  y Sexual 2002- 2006, el que contiene objetivos acciones y estrategias  relacionadas con la prevención, detección, atención y sanción a los hechos de violencia intrafamiliar y sexual. 
Se cuenta con una Política Pública contra la Explotación Sexual Comercial de Niñas, Niños y Adolescentes y su Plan de Acción, con el propósito  de dotar  a la sociedad de un conjunto de fundamentos conceptuales, objetivos y estrategias que favorezcan la implementación de programas y proyectos coordinados entre el  Estado y la Sociedad Civil, a fin de contribuir  a la erradicación de la violencia y la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes en Nicaragua. 
Las instituciones estatales han realizado adecuaciones administrativas, creando programas específicos que contribuyen a la atención de los casos, se ha asumido la violencia contra las mujeres  como un problema de salud pública. 

En la actualidad el  Ministerio Público cuenta  con la Unidad Especializada de Mujer, Niñez y Adolescencia, sobre los delitos de violencia intrafamiliar y sexual.

El Ministerio de Educación, Cultura y Deportes (MECD) ha creado el Programa “Educación para la Vida”, dentro del que  se encuentra el Subprograma de Prevención de la Violencia en las Comunidades Escolares, específicamente, las Consejerías. Se propone disminuir la problemática de la violencia de niños, niñas y adolescentes y que estos puedan enfrentarse a un futuro con sus propios recursos, promoviendo una cultura de paz, construyendo una sociedad sin violencia. 

El Ministerio de la Familia desarrolla el Programa de Atención Integral a la Niñez y la Adolescencia en Alto Riesgo (PAINAR), tomando como base fundamental la familia. Este programa articula acciones de protección social y de prevención de violencia, integrando a las máximas autoridades de las instituciones involucradas. 


Por otra parte, este Ministerio ha establecido un Sistema de Referencias y Contrarreferencias para el abordaje de los casos de violencia. 

El Ministerio de Salud a través del Programa de Atención Integral a Mujer, Niñez y Adolescencia, cuenta con una norma para la atención a  víctimas de violencia intrafamiliar. 

Se han realizado campañas nacionales y locales televisivas, radiales, escritas, charlas en los centros educativos, dirigidas al alumnado y profesorado, capacitación especializada a todo el personal de la Policía Nacional y de manera particular al personal policial que labora en las Comisarías de la Mujer  y la Niñez, acciones de sensibilización y capacitación a funcionarios y funcionarias del Sistema de Administración de Justicia, así como, el  desarrollo de  iniciativas  sobre el tema a través de diversos organismos de la sociedad civil,  a nivel nacional y local.

LA INFLUENCIA DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÒN EN LA FORMACION DE UNA CULTURA DE DERECHOS DEL NIÑO
El Código de la Niñez y la Adolescencia en su Libro Segundo, establece un capítulo sobre la Prevención y Protección Especial  de las Niñas, Niños y Adolescentes, dirigido a las instituciones gubernamentales y no gubernamentales, establecimientos públicos y privados, medios de comunicación social, la familia, la escuela, y todas aquellas instancias o personas relacionadas  directas o indirectamente con las niñas, niños y adolescentes.  

En este sentido, el Código establece la prohibición de difundir por cualquier medio los nombres, fotografías o señales de identificación que correspondan a niñas, niños y adolescentes que hayan sido sujetos activos o pasivos de infracción penal. 

Así mismo, al funcionario o empleado que sin la debida autorización, divulgue total o parcialmente por cualquier medio de comunicación el nombre, hecho o documento relativo a un procedimiento policial, administrativo o judicial que se encuentre en curso y en el que se atribuya un acto de infracción a una niña, niño o adolescente, se le impone una  multa equivalente a un mes de su salario. En caso de reincidencia se le aplicará el doble de la multa.

En su Libro Tercero, referido a la Justicia Penal Especializada para Adolescentes, se establece que todo adolescente tiene derecho a que se le respete su vida íntima privada y la de su familia, se prohíbe publicar y divulgar cualquier dato de la investigación o del proceso que directa o indirectamente posibilite su identidad. La violación de esta disposición conlleva responsabilidad administrativa, civil o penal.  

A partir de la aprobación y entrada en vigencia del Código de la Niñez y la Adolescencia, los medios de comunicación han tenido cambios positivos en el abordaje del tema de la violencia contra la mujer, niñez y adolescencia; han disminuido la cantidad de notas informativas que revelan la identidad de la niña, niño o adolescentes víctimas de violación de sus derechos humanos. No obstante, aún se presentan algunas dificultades, específicamente en el abordaje de la Justicia Penal Especializada para Adolescentes.  

Al respecto, se realizan acciones de sensibilización sobre los mitos y realidades del Código de la Niñez y la Adolescencia.   

Con el propósito de desarrollar una labor sostenida para la promoción y defensa de los derechos niños, niñas y adolescentes se está fortaleciendo el trabajo con la Red de Periodistas Amigos de la Niñez y la Adolescencia.

Se han desarrollados tres postgrado denominados “Derechos de la Niñez y Medios de Comunicación ” impartido por la Facultad de Ciencias de la Comunicación y el Departamento de postgrados y Maestrías de la Universidad Centroamericana, Save the Children, el organismo no gubernamental Dos Generaciones, y la oficina del Procurador Especial de la Niñez y la Adolescencia. 

El objetivo de este Postgrado, es desarrollar una propuesta de herramienta para discusión sobre los principios éticos y jurídicos básicos a ser considerados a la hora de hacer cobertura de noticias y publicaciones sobre niñez, y adolescencia, para el respeto pleno de sus derechos. Esta propuesta está siendo presentada a los dueños de medios de comunicación,  periodistas, redactores de prensa, integrantes de agencias informativas, gráficas y de publicidad.

En el marco de este postgrado se elaboró una propuesta de Código de Ética para la cobertura informativa de temas sobre niñez y adolescencia, la cual está siendo consultada con el gremio periodístico. 

Se han divulgado campañas a nivel nacional, entre ellas: 

· El Derecho a la Ternura: Ni golpes que duelan ni palabras que hieran

· Yo quiero (spot televisivo) 

· Yo participo (spot televisivo)

· Campaña Cívica Azul y Blanco  por los Derechos y Deberes de la Niñez y la Adolescencia en Nicaragua, 

· Campaña de divulgación, educación información y  prevención sobre el delito de trata de personas.

· Campaña nacional de prevención,  venta y  consumo de alcohol 

· Campaña  contra la violencia intrafamiliar y sexual 

· Campaña nacional contra el  consumo de  drogas 

Actualmente, la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de Atención y Protección Integral a la Niñez y la Adolescencia, está elaborando para poner en práctica,  una Campaña de Comunicación Social  la cual tiene como objetivo promover los derechos de la niñez y la adolescencia a nivel familiar, comunitario y nacional.  
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